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Introducción

Las medidas adoptadas por el Gobierno
nacional en los últimos meses del año
2010, particularmente la aprobación por
parte de los diputados de la Asamblea Na-
cional –en apenas dos semanas, sin la
obligatoria consulta a la población y a
pocos días de terminarse el período legis-
lativo ordinario para el cual fueron elegi-
dos–, de más de veinte leyes cuyos conte-
nidos violan la Constitución y obligacio-
nes internacionales del Estado venezo-
lano y cambian ampliamente la vida so-
cial y democrática del país, representan
una peligrosa ruptura del estado de dere-
cho. Estas medidas y leyes ilegítimas evi-
dencian, por una parte, la ausencia de con-
trapesos entre los poderes y de institucio-
nes que garanticen la protección y defensa
de los derechos humanos, así como el in-
tento de imponer un sistema de estatiza-
ción social dirigido a cerrar la vida demo-
crática y ejercer control sobre las perso-
nas y la sociedad en su conjunto.

Además de modificar ilegalmente fun-
damentos y garantías de la Constitución y
de los tratados que en materia de demo-
cracia y derechos humanos ha suscrito la
República, las medidas se toman en un
momento de creciente conflictividad y
malestar social en Venezuela, con expre-
sión en una severa depresión de las con-
diciones de vida, el aumento de protestas,
en su mayoría, por falta de garantías a los
derechos económicos y sociales y el cre-
cimiento agudo de la violencia y la impu-
nidad. Además, se intentan imponer en un
marco en el que se ha perdido la indepen-

dencia de los poderes públicos y las insti-
tuciones de gobierno han desviado sus
funciones hacia fines excluyentes, en
medio de una grave descomposición in-
terna. Ante los alertas sobre el daño que
se está produciendo a la población vene-
zolana, las reiteradas peticiones de diá-
logo y corrección de las medidas, y las
múltiples formas de manifestación pacífica
por el respeto a la Constitución que utili-
zan tanto las organizaciones de la socie-
dad civil como las comunidades de secto-
res populares, el Gobierno ha respondido
con medidas más restrictivas y amenazas
en contra de derechos y libertades funda-
mentales. Entre ellas destacan las restric-
ciones a la libertad de asociación y de ex-
presión, desconocimiento de la voluntad
popular, discriminación para participar en
las decisiones públicas, inobservancia de
derechos sociales y económicos, crimina-
lización de la protesta y denigración del
sistema internacional de protección de de-
rechos humanos.

Diversos voceros del Gobierno han ex-
presado claramente que las medidas y
nuevas leyes aprobadas por la Asamblea
Nacional obedecen a la intención de im-
pedir cualquier barrera u obstáculo que
provenga de instituciones y de la sociedad
venezolana para el avance del Proyecto
Nacional Simón Bolívar, el proyecto, en
cuyo camino el presidente de la República
fijó arbitrariamente el rumbo del país des-
pués de su reelección en el año 2006.
Aunque el intento de legitimar este pro-
yecto mediante una reforma constitucio-
nal fue rechazado por la población en el
referéndum de diciembre de 2007, aún
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Situación de los derechos humanos 
y la democracia en Venezuela 
ante las recientes medidas legislativas

Un completo y apretado análisis de
las leyes que se aprobaron en di-
ciembre de 2010. Una Asamblea
Nacional a punto de fenecer, para
darle paso a los nuevos asambleis-
tas, se dio a la tarea de cambiar el
contexto político del país con todo
ese conjunto de leyes que se apro-
baron y que centralizan, todavía
más, la decisiones públicas que se
orientan a lo que el presidente de
la República ha llamado Primer
Plan Socialista, que no es más que
el desconocimiento de la voluntad
popular que negó la reforma cons-
titucional el 2 de diciembre de
2007. En conclusión, de la lectura
de todas esas leyes se llega a la
convicción de la ruptura definitiva
del estado de derecho en 
Venezuela
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así, desconociendo la voluntad popular,
fue adoptado a partir del 2008 como di-
rectriz del Gobierno en el Plan de Desa-
rrollo Económico y Social 2007-2013, o
Primer Plan Socialista. Sobre este se han
ido enmarcando todas estas medidas, aje-
nas a lo dispuesto en la norma constitu-
cional, con el objetivo de restringir la ac-
tuación independiente de los poderes pú-
blicos y su composición plural, la libre ex-
presión y actuación de las organizaciones
de la sociedad civil, medios de comunica-
ción, partidos políticos, sindicatos y uni-
versidades, apartándose del estado de de-
recho y del carácter democrático y des-
centralizado del Estado venezolano que
son conquistas expresadas en la Constitu-
ción nacional.

Los desvíos de la Constitución así
como de los tratados y convenios que en
materia de democracia y derechos huma-
nos ha suscrito el Estado venezolano, que
vienen ocurriendo sobre todo a partir de
2008, han producido ya un grave impacto
en la convivencia y en la calidad de vida
de la población venezolana, como se ex-
presa en los inaceptables índices de vio-
lencia, en el grave deterioro del sistema de
salud pública, la carencia de viviendas
dignas, la precariedad del empleo y los se-
rios problemas ocasionados por el mal
funcionamiento de los servicios públicos.
A ellos se suma la incertidumbre producto
de la violación del derecho a la propiedad
privada, tanto en las ciudades como en el
campo, incluyendo la propiedad en los
sectores populares. Las últimas medidas,
que implican la ruptura definitiva con el
estado de derecho, tendrán implicaciones
aún más graves para la realización de una
vida digna para las grandes mayorías, al
desconocer el imperio de la Constitución
y la legitimidad en el ejercicio del poder
que emana de la soberanía popular, e in-
tentar someter cada día más a las personas
a las decisiones arbitrarias, inconsultas y
excluyentes del Ejecutivo nacional y, par-
ticularmente, del presidente de la Repú-
blica.

1. Leyes que vulneran los derechos 
de libre asociación y expresión de las
personas, organizaciones de sociedad
civil, medios de comunicación, partidos
políticos, sindicatos y universidades 

Ley Orgánica del Poder Popular
Es una nueva ley sancionada el 10 de

diciembre de 2010 por la AN que regula
la participación ciudadana, circunscri-

biéndola y limitándola al desarrollo y
consolidación del llamado poder popu-
lar1. Este poder es concebido como el
conjunto de instancias a partir de las cua-
les se edifica un Estado comunal2, abier-
tamente contrario a los principios demo-
cráticos y de derecho del concepto de Es-
tado consagrado en la Constitución, y en
el que se impone a los ciudadanos un
marco violatorio de los derechos de libre
asociación y participación sin discrimina-
ción, y una manera subordinada de vida so-
cial. En el Estado comunal, la ley expresa
que los ciudadanos podrán ejercer plena-
mente su soberanía mediante la gestión
directa del poder público en “todo ámbito
del desenvolvimiento y desarrollo de la
sociedad, a través de sus diversas y disí-
miles formas de organización”3. Pero,
violando las garantías de los ciudadanos a
una soberanía libre, universal e intransfe-
rible, el Estado sólo reconoce como sobe-
ranos –con derecho de asociarse y partici-
par en la vida social–, a quienes formen
parte de:

...expresiones organizativas populares,
consejos de trabajadores y trabajadoras,
de campesinos y campesinas, de pesca-
dores y pescadoras y cualquier otra or-
ganización social de base, articulada a
una instancia del Poder Popular debida-
mente reconocida por la Ley y registrada
en el Ministerio con competencia en ma-
teria de participación ciudadana 4.

Estas instancias son:

…los Consejos Comunales, Comunas,
Ciudades Comunales, Federaciones Co-

munales, Confederaciones Comunales y
las que, de conformidad con la Consti-
tución, la Ley respectiva y su Regla-
mento, surjan de la iniciativa popular 5.

Contrario a una soberanía autónoma y
democrática, el Estado comunal única-
mente reconoce la asociación y partici-
pación para fines calificados como socia-
listas –donde los intereses colectivos
tienen supremacía sobre los intereses indi-
viduales y el consenso popular sobre el
debate democrático6– y su influencia se
limita básicamente a la gestión social en
los espacios comunitarios y comunales o
desde sus “referentes cotidianos de
ubicación o espacios sociales de desen-
volvimiento”7, ejerciendo allí funciones,
atribuciones y competencias públicas8 de
administración, prestación de servicios y
ejecución de obras, que obligatoriamente
deben serles transferidas por los entes
político-territoriales –estados y muni-
cipios9– violando las potestades y compe-
tencias constitucionales de estas entidades.
La ley declara al Estado comunal –donde
Poder Público y poder popular comparten
responsabilidades públicas–, como un
sistema federativo cooperativo, supri-
miendo el carácter descentralizado de la
organización político-territorial de la
República consagrado en la Constitución.
En la ejecución de sus funciones públicas,
las organizaciones e instancias del poder
popular deben acatar “el principio de
legalidad en la formación, ejecución y
control de la gestión pública”10 y las deci-
siones para:

… coadyuvar con las políticas de Estado
en todas sus instancias, con la finalidad
de actuar coordinadamente en la ejecu-
ción del Plan de Desarrollo Económico
y Social de la Nación y los demás planes
que se establezcan en cada uno de los ni-
veles políticos-territoriales y las instan-
cias político-administrativas que la ley
establezca11. 

Además de ejercer funciones de con-
traloría social sobre “la gestión del Poder
Público, las instancias del Poder Popular
y las actividades privadas que afecten el
interés colectivo”12.

En esta ley, el Estado comunal afecta el
régimen económico nacional, el ordena-
miento y gestión del territorio, la admi-
nistración de justicia y las formas de pla-
nificación de las políticas públicas, esta-
blecidos en la Constitución, considerán-
dolos como ámbitos de actuación del
poder popular:

Las últimas medidas, que im-
plican la ruptura definitiva
con el estado de derecho, ten-
drán implicaciones aún más
graves para la realización de
una vida digna para las gran-
des mayorías, al desconocer el
imperio de la Constitución y
la legitimidad en el ejercicio
del poder que emana de la so-
beranía popular
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1. Modelo económico de propiedad so-
cial: es el régimen del Estado comunal
para cuya conformación se crean las co-
munas como su célula fundamental13.
Dentro de la comuna se organiza un sis-
tema de economía comunal en el cual las
relaciones sociales de producción, distri-
bución, intercambio y consumo de bienes
y servicios son llevadas a cabo por orga-
nizaciones socio-productivas14 y entida-
des económico financieras bajo formas de
propiedad social comunal, destinadas a la
satisfacción de necesidades sociales, el
intercambio de saberes y conocimientos,
y la reinversión social del excedente15, de
acuerdo con lo establecido en el Plan Na-
cional de Desarrollo Económico y Social
de la Nación y las leyes que regulen la ma-
teria 16.

2. Ordenación y gestión del territorio:
en este ámbito las organizaciones e ins-
tancias del poder popular participarán en
las distintas actividades del proceso de or-
denación y gestión del territorio17.

3. Justicia comunal: constituyen me-
dios alternativos de justicia donde actúan
las organizaciones e instancias del poder
popular, ejerciendo funciones de arbi-
traje, conciliación, mediación y cualquier
otra forma de solución de conflictos ante
situaciones derivadas directamente del
ejercicio del derecho a la participación y
la convivencia comunal, sin contravenir
las competencias legales propias del sis-
tema de justicia ordinario. La ley respec-
tiva establecerá su organización, funcio-
namiento, procedimientos y normas, así
como su jurisdicción especial18.

4. Planificación de políticas públicas:
es un ámbito compartido entre la institu-
cionalidad pública y las instancias del
poder popular para cumplir con los linea-
mientos estratégicos del Plan de Desarro-
llo Económico y Social de la Nación19. En
dicho ámbito, el Poder Ejecutivo nacional
planificará, articulará y coordinará accio-
nes conjuntas con las organizaciones e
instancias del poder popular para mante-
ner la coherencia de estrategias y políticas
de carácter nacional, regional, local, co-
munal y comunitaria20. Los órganos y
entes del Poder Público darán preferencia
a estas organizaciones e instancias aten-
diendo a sus requerimientos21 y adoptarán
medidas para que, en especial las organi-
zaciones de propiedad social, gocen de
prioridad y preferencia en las contratacio-
nes públicas dirigidas a la adquisición de

bienes, prestación de servicios y ejecu-
ción de obras 22.

Ley Orgánica de Contraloría Social 
Es una nueva ley, sancionada el 10 de

diciembre de 2010 por la AN, inscrita
dentro del conjunto de leyes derivadas de
la Ley Orgánica del Poder Popular. Su ob-
jeto es desarrollar la contraloría social
como “medio de participación y de co-
rresponsabilidad de los ciudadanos” y
ámbito compartido del Poder Público y el
poder popular, ambos instancias del Es-
tado comunal y con responsabilidades en
el ejercicio de funciones públicas 23. La
contraloría social se define como la pre-
vención y corrección, vigilancia, supervi-
sión y control de “comportamientos, acti-
tudes y acciones que sean contrarios a los
intereses sociales y a la ética en el desem-
peño de la gestión pública y comunitaria,
y de las actividades del sector privado que
incidan en los intereses colectivos o so-
ciales”, particularmente las de “produc-
ción, distribución, intercambio, comer-
cialización y suministro de bienes y ser-
vicios necesarios para la población...”24. 

Se trata de un extenso control estatal
sobre la vida social y económica, ejercida
sobre los ciudadanos que “representen o
expresen intereses colectivos”, entendida
como “cultura del control social” impar-
tida a través de programas y políticas edu-
cativas basadas en “la ética socialista”, es-
pecialmente para niños, niñas y adoles-
centes (25), como mecanismo de vigilan-
cia, supervisión, seguimiento y control de
los asuntos públicos, comunitarios y pri-
vados que incidan en el bienestar común”
(26), mediante el “trabajo articulado de

las instancias, organizaciones y expresio-
nes del Poder Popular con los órganos y
entes del Poder Público” 27.

Puede ser ejercida de manera indivi-
dual o colectiva28 mediante denuncia, no-
ticia criminis o de oficio, notificadas di-
rectamente al órgano competente local,
regional o nacional, el cual dará apertura
a una investigación para comprobar la
presunta infracción, irregularidad o inac-
ción; y una vez comprobada, certificar y
documentar la acción de contraloría y
hacer seguimiento ante las autoridades
administrativas, penales, judiciales o de
control fiscal que corresponda29. Quienes
se organicen para desempeñar funciones
de contraloría, tienen el deber de regis-
trarse en el ministerio con competencia en
materia de participación ciudadana30, su-
jetarse estrictamente a la normativa31, in-
formar y rendir cuentas a sus colectivos,
presentar informes a los organismos pú-
blicos competentes, guardar reserva res-
pecto a la información y documentación
obtenida en el ejercicio del control so-
cial32 y abstenerse de percibir beneficio
económico derivado de sus funciones33.
Bajo estas condiciones se prohíbe la de-
nuncia pública de actos indebidos por
parte de los órganos públicos y se obsta-
culiza financieramente la labor de contra-
loría de las organizaciones autónomas
para hacer observancia y seguimiento de
la función pública.

Ley de Defensa de la Soberanía 
Política y Autodeterminación Nacional

Esta nueva ley, aprobada por la Asam-
blea Nacional el 21 de diciembre de 2010,
es una medida que viola los derechos po-
líticos de los ciudadanos ejercidos en
forma individual o a través de organiza-
ciones, en la que de manera arbitraria el
Gobierno nacional puede calificar como
actos desestabilizadores e insurrecciona-
les contra el Estado el solo hecho de reci-
bir financiamiento internacional o invitar
al país a extranjeros que puedan expresar
opiniones críticas a las conductas de las ins-
tituciones de gobierno. La reforma asi-
mila cualquier actividad política de los
ciudadanos a la de los partidos políticos,
los cuales ya tienen prohibido aceptar do-
naciones o subsidios de compañías, Esta-
dos y organizaciones políticas extranjeras
en la Ley de Partidos Políticos, Reuniones
Públicas y Manifestaciones 34. Siguiendo
la orientación de las nuevas leyes orgáni-
cas del poder popular y contraloría social,
que violan el libre ejercicio de los derechos
de asociación y participación autónoma y
democrática, esta reforma entiende como

El Poder Ejecutivo nacional
planificará, articulará y 
coordinará acciones conjun-
tas con las organizaciones e
instancias del poder popular
para mantener la coherencia
de estrategias y políticas de
carácter nacional, regional,
local, comunal y comunitaria

ción
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“organizaciones políticas” –susceptibles
de “atentar contra la soberanía, la inde-
pendencia de la Nación, el ejercicio de las
instituciones nacionales o de las autorida-
des legalmente constituidas”35– a todas
aquellas cuyos fines sean: promover la
participación de los ciudadanos en los es-
pacios públicos, el control de los ciudada-
nos sobre los poderes públicos, la partici-
pación de candidatos a ocupar cargos pú-
blicos de elección popular, y la divulga-
ción, información y defensa del pleno
ejercicio de los derechos políticos de la
ciudadanía 36.

Bajo tal presunción y sin ninguna es-
pecificación acerca del procedimiento ni
los organismos públicos encargados de
hacer cumplir la ley, queda prohibido a
toda persona y organización que tenga di-
chos fines recibir recursos de procedencia
internacional, para lo cual su patrimonio
e ingresos deberán estar conformados ex-
clusivamente por bienes y recursos nacio-
nales37, así como se prohíbe financiar la
presencia de ciudadanos extranjeros que a
juicio del Gobierno atenten contra la so-
beranía, la independencia de la nación y
sus instituciones38. Las sanciones previs-
tas en caso de incumplir estas normas son:
una multa equivalente al doble del monto
recibido en caso de financiamiento inter-
nacional39 y la inhabilitación para partici-
par en procesos electorales por un lapso de
cinco a ocho años; y una multa entre 5 mil
a 10 mil unidades tributarias para quienes
den ayuda económica, aporte financiero o
auspicio a extranjeros no deseables para el
Gobierno, incluyendo su expulsión del te-
rritorio40, y la inhabilitación política del
presidente de la organización que facilite
su presencia en el país, por un lapso de
cinco a ocho años41.

Ley de Reforma Parcial de la 
Ley Orgánica de Telecomunicaciones

Esta ley fue sancionada por la Asam-
blea Constituyente en el año 2000 y su ob-
jeto es la regulación de las telecomunica-
ciones. En su actual reforma sancionada
el 20 de diciembre de 2010 por la AN, se
hacen más amplias las facultades restric-
tivas y sancionatorias del Estado sobre
este sector, en el cual se incluyen los ser-
vicios o redes que administran medios de
radio o televisión, y toda actividad de co-
municación42 realizada a través del espec-
tro radioeléctrico del país. Además, en
esta ley el Ejecutivo nacional asume di-
rectamente las atribuciones de regular y
sancionar las infracciones o delitos de los
operadores a través de su órgano rector en
telecomunicaciones, funciones que antes

estaban solamente asignadas a la Comi-
sión Nacional de Telecomunicaciones
(Conatel) órgano dotado de autonomía
técnica, financiera, organizativa y admi-
nistrativa del Estado, aunque adscrito pre-
supuestariamente al Ejecutivo43. En su ar-
tículo 5, la ley declara como “servicio e
interés público” las redes de telecomuni-
caciones y la prestación de servicios de
“radio, televisión y producción nacional
audiovisual o sonora”, para cuyo ejercicio
se requerirá la obtención de un título por
habilitación administrativa, concesión o
permiso emitidas por el órgano rector o
Conatel con una vigencia que se redujo de
25 a 15 años44, estableciendo además que:

El órgano rector podrá, cuando lo juz-
gue conveniente a los intereses de la Na-
ción, o cuando así lo exigiere el orden pú-
blico o la seguridad, revocar o suspender
las habilitaciones administrativas o con-
cesiones45.

Dicha autorización comprende gravá-
menes de acciones o cuotas de participa-
ción, y también aumento por encima del
20% del capital de las empresas operado-
ras46.

Se añade como causa de revocatoria de
las autorizaciones, la cesión, enajenación,
arrendamiento o la utilización por parte de
terceros de la habilitación administrativa,
concesión o permiso47, y se tipifica como
“uso clandestino”48 del espectro radioe-
léctrico el hecho de no contar con la res-
pectiva concesión o permiso para su uso y
explotación o cuando haya sido revocado
o suspendido por el órgano competente.
Por esta infracción o delito, los operado-
res podrán ser objeto de decomiso de
equipos49 y quedarán excluidos de cual-
quier posibilidad de autorización poste-

rior50, incluyendo sus accionistas, socios,
participantes o directivos. A partir de la
entrada en vigencia de la reforma, se de-
claran en proceso de transformación todas
las autorizaciones otorgadas, mantenién-
dolas sólo si los operadores ratifican la so-
licitud de transformación en el lapso y
bajo las condiciones que se establezcan. “La
no ratificación de la solicitud de transfor-
mación (...) se entenderá como renuncia de
la respectiva concesión, contrato, per-
miso”51.

Aunque en la ley se mantiene como
obligación del Estado garantizar la libre
competencia, Conatel podrá asignar di-
rectamente al operador de telefonía básica
del Estado servicios de carácter universal,
entre los cuales se encuentran conexión
telefónica, teléfonos públicos e Internet,
“atendiendo a la naturaleza del área geo-
gráfica, condiciones sociales y económi-
cas de las comunidades, y características
de los servicios a ser prestados” y podrá
reservarse las frecuencias52. Entre los re-
cursos de telecomunicaciones regulados
por Conatel se incorporó “la asignación y
registro de nombres de dominio bajo la es-
tructura de primer nivel ‘.ve’ en la red
mundial Internet”, pudiendo “dictar cual-
quier otra normativa para la asignación y
registro de nombres de dominio” y esta-
blecer “las condiciones y mecanismos
para la modificación o supresión de los
nombres de dominio” conforme al plan
nacional de numeración que se dicte 53. La
provisión de capacidad satelital a terceros
en Venezuela –lo que incluye ancho de
banda, velocidad de transmisión o ambas,
sin incluir necesariamente servicios de te-
lecomunicaciones– también deberá ser
autorizado con permiso o habilitación ad-
ministrativa otorgada por Conatel54, así
como el uso de estaciones radioeléctricas
para actividades de radioaficionados que
realicen personas naturales u organizacio-
nes55.

Ley de Responsabilidad Social en
Radio, Televisión y Medios Electrónicos

Es una ley aprobada en el año 2004
cuya reforma, sancionada por la Asam-
blea Nacional el 20 de diciembre de 2010,
está dirigida a incluir a los medios elec-
trónicos dentro de las regulaciones del
Ejecutivo sobre el ámbito de responsabi-
lidad social de los medios de comunica-
ción nacionales, fundamentalmente radio
y televisión. En los artículos 28 y 29 se
prohíbe la difusión de mensajes que inci-
ten o promuevan el odio, intolerancia o el
delito, constituyan propaganda de guerra
y fomenten zozobra en la ciudadanía o al-

El Ejecutivo nacional asume
directamente las atribuciones
de regular y sancionar las 
infracciones o delitos de los
operadores a través de su 
órgano rector en telecomuni-
caciones, funciones que antes
estaban solamente asignadas
a la Comisión Nacional de 
Telecomunicaciones (Conatel) 
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teren el orden público, ya previsto en la ley
original; pero además se prohíben mensa-
jes que desconozcan a las autoridades le-
gítimamente constituidas o inciten o pro-
muevan el incumplimiento del ordena-
miento jurídico vigente. Todo proveedor que
incurra en estos mensajes deberá restrin-
girlos cuando sea solicitado por Conatel y
serán responsables de su emisión cuando
los hayan originado, modificado sus
datos, seleccionado los destinatarios o no
hayan limitado el acceso de la población
a la información y contenidos de los mis-
mos. De no hacerlo, los responsables
serán sancionados con multas de hasta
10% de sus ingresos brutos, y a los medios
electrónicos con multas desde cincuenta
hasta doscientas unidades tributarias o
hasta 4% de sus ingresos. En el artículo 33,
Conatel podrá aplicar medidas cautelares
y a través de ellas ordenar la suspensión
de los mensajes. El incumplimiento o in-
observancia de estas medidas ocasionaría
la revocatoria de la habilitación adminis-
trativa y la concesión.

Ley Orgánica de Educación 
Universitaria (vetada por el Presidente
de la República el 4 de enero de 2011
y devuelta a la Asamblea Nacional
para continuar su discusión) 

En la reforma de esta ley, sancionada el
20 de diciembre de 2010 por la Asamblea
Nacional, todas las instituciones de edu-
cación universitaria del país pasan a un ré-
gimen de rectoría fundamentado en un
concepto gravemente restrictivo de Es-
tado docente56, dado el actual contexto de
socavamiento de la institucionalidad de-
mocrática. Aun cuando se preserva el
principio de autonomía57, la ley declara el
carácter público de todas las universida-
des, debiendo en esta condición adecuarse
a los fines del Estado y “al servicio del
logro de la suprema felicidad social del
pueblo”58, “en correspondencia con los
planes nacionales de desarrollo” 59 y “el for-
talecimiento, consolidación y defensa de
la soberanía e independencia de la Pa-
tria...” 60. En su artículo 3, la educación
universitaria se define como un “bien irre-
vocablemente público (...) en el marco de
la construcción de una sociedad socia-
lista”61. Dentro de este concepto, las uni-
versidades se consideran instituciones
gestoras que pierden toda potestad para
decidir por sí mismas y libremente acerca
de su organización, estructura y funciona-
miento; y, en particular, las de carácter ofi-
cial pasan a convertirse en dependencias
de la administración pública nacional62.
Las demás se clasifican en instituciones

de gestión popular –creadas por iniciativa
de las organizaciones del poder popular
de forma autogestionada o cogestionada
con el Estado63– y las de gestión privada
–propuestas por fundaciones que tengan
como fin desarrollar la educación univer-
sitaria en diversas áreas del saber64.

En función de los fines del Estado, si
bien la reforma mantiene los principios de
“libre expresión y confrontación de
ideas”, “respeto a la diversidad” y “ejer-
cicio de la libertad académica”65, las uni-
versidades deberán orientar sus procesos
formativos hacia: “el desarrollo endógeno
para la construcción de la Patria socialis-
ta66”; “la participación protagónica de es-
tudiantes y trabajadores que contribuya a
fortalecer la soberanía en las áreas socio-
productivas”67; la “concepción epistemo-
lógica de totalidad y dialéctica”68; la “in-
serción de estudiantes desde el inicio en el
trabajo, contribuyendo a la construcción
del modelo productivo socialista”69. En
este sentido, las universidades deberán fa-
cilitar la articulación, cooperación, com-
plementariedad, coordinación y consulta
con su entorno político, comunitario, cul-
tural, territorial y productivo70; ejercer una
interacción permanente con las comuni-
dades, entendida como “la relación dia-
léctica con las clases y sectores sociales;
los organismos del Estado, las empresas
productivas, los movimientos sociales, las
organizaciones del poder popular”71; y la
territorialización de las instituciones, en-
tendida como la conversión del territorio
de influencia de las universidades en un
“espacio de conocimiento para su apro-
piación colectiva y modelo productivo so-
cialista (...) orientado a los planes y pro-
yectos demandados por organizaciones
comunitarias en el marco del desarrollo
nacional”72.

El Ministerio de Educación Universi-
taria es el órgano rector de las universida-
des nacionales73 con amplias potestades
para intervenir en74:

1. Los fines, transformación y territo-
rialización de la educación universitaria. 

2. La creación, autorización y control
de las instituciones en su existencia y fun-
cionamiento75 y en sus formas de gestión
y estructuras académicas y administrati-
vas; programas de formación; sedes, nú-
cleos, extensiones e instalaciones; matrí-
cula estudiantil, régimen de cobro; nó-
mina, carrera y formación de trabajadores
académicos, administrativos y obreros;
patrimonio e ingresos; propiedad intelec-
tual de productos, invenciones y patentes;
uso compartido de espacios, laboratorios,
talleres y recursos, información y servi-
cios estudiantiles con las misiones; entre
otros.

3. Los criterios de distribución del pre-
supuesto universitario con base en el de-
sarrollo territorial, inclusión educativa,
programas de formación e interacción con
las comunidades. 

4. El ingreso de todos los egresados de
educación media a las universidades. 

5. La participación de las organizacio-
nes del poder popular en la gestión uni-
versitaria. 

6. La inserción productiva de egresa-
dos en correspondencia con el Plan de De-
sarrollo Económico y Social de la Nación
y con otros órganos públicos y organiza-
ciones del poder popular, previniendo la
captación de profesionales universitarios
por otros países. 

7. La seguridad, resguardo y confiden-
cialidad de la data considerada estraté-
gica. 

8. El desarrollo de la ciencia y tecno-
logía, y de redes de comunicación alter-
nativas que contrarresten la penetración
cultural y el conocimiento como meca-
nismo de dominación.

9. La orientación, regulación, supervi-
sión y seguimiento de convenios bilatera-
les, multilaterales y de financiamiento con
organismos nacionales e internacionales
para proyectos educativos.

De igual manera, el Ejecutivo nacional
y el Ministerio de Educación Universita-
ria son encargados de:

1. Aprobar el Plan de Desarrollo Insti-
tucional76, los Programas de Formación77

y supervisar el Reglamento General In-
terno de cada universidad78.

2. Dictar el reglamento para que los es-
tudiantes y trabajadores puedan organi-
zarse y vincularse solidariamente79. 

En la reforma de esta ley, san-
cionada el 20 de diciembre de
2010 por la Asamblea Nacio-
nal, todas las instituciones de
educación universitaria del
país pasan a un régimen de
rectoría fundamentado en un
concepto gravemente restric-
tivo de Estado docente

“
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3. Fijar los lineamientos de formación
de los trabadores académicos en forma
concordante con el Plan de Desarrollo
Económico y Social de la Nación80. 

4. Dictar el reglamento electoral81

sobre procesos electivos, votaciones, pe-
ríodos, centros de votación, órganos elec-
torales, comisión electoral central y órga-
nos subordinados, proclamación y jura-
mentación de electos, cargos sujetos a
elección, elección de representantes por
sectores, elegibilidad de máximas autori-
dades y directivos, referendos revocato-
rios y consultivos. 

5. Dictar los reglamentos de los órga-
nos de gobierno82 en los que se establece-
rán atribuciones, organización, funciona-
miento, número y proporción de voceros
de la comunidad universitaria, mecanis-
mos y requisitos de elegibilidad o desig-
nación de sus miembros. Estos órganos
son83: la Asamblea Legislativa Universi-
taria84, el Órgano Ejecutivo, el Consejo
Disciplinario 85, el Consejo de Apelacio-
nes86, el Consejo Contralor87, el Órgano
Electoral88 y la Defensoría Universitaria 89

y 90.

6. Dictar el reglamento para fijar con-
diciones, requisitos y procedimientos
para la participación de las organizacio-
nes del poder popular en la educación uni-
versitaria91. 

7. Reserva de postgrados cuyas áreas de
conocimiento sean estratégicas para la se-
guridad y defensa de la patria92 y de pro-
gramas nacionales de formación en áreas
estratégicas definidas en el Plan de Desa-
rrollo Económico y Social de la Nación93. 

8. Creación de Consejos de Transfor-
mación Universitaria.

A objeto de facilitar las políticas del
Ministerio y del Ejecutivo nacional, las
universidades deberán facilitar la movili-
dad de estudiantes y trabajadores entre
programas e instituciones94; adecuar el
servicio social comunitario de los estu-
diantes a las “necesidades planteadas por
organizaciones, grupos sociales o comu-
nas y organismos y empresas del Estado,
en áreas de conocimiento que contribuyan
a las líneas estratégicas del Plan de Desa-
rrollo Económico y Social de la Nación95;
contribuir a la “construcción del modelo
productivo socialista mediante la partici-
pación de estudiantes y trabajadores con
las comunidades, en actividades de pro-
ducción de bienes, transferencia tecnoló-
gica y prestación de servicios”96; así como
crear mecanismos para la participación en
igualdad de condiciones de estudiantes,
trabajadores académicos, administrativos

y obreros en la gestión, formación, inter-
acción con comunidades, presupuesto,
rendición de cuentas y recursos universi-
tarios, estructuras académicas, adminis-
trativas y prácticas educativas97.

Para iniciar la transformación de las
instituciones universitarias según las dis-
posiciones de la ley, se crean nuevos or-
ganismos:
— El Consejo Nacional de Transforma-

ción Universitaria cuyo fin es la parti-
cipación de las comunidades universi-
tarias y las organizaciones del poder
popular en función de los fines del Es-
tado y coordinar la implantación de las
políticas del Ministerio98. 

— Los Consejos de Transformación Uni-
versitaria en cada institución para
cumplir con los propósitos del Subsis-
tema de Educación Universitaria y co-
ordinar la labor de las universidades
con el Ministerio, organismos públi-
cos y organizaciones del poder popu-
lar99.

— Los Consejos Territoriales de Trans-
formación Universitaria, para coordi-
nar con las misiones educativas, ins-
tancias comunales y las políticas ema-
nadas del Consejo Federal de Go-
bierno en los ejes de desarrollo terri-
torial definidos en el Plan de Desarro-
llo Económico y Social de la Na-
ción100.

— Los Comités Territoriales de Educa-
ción Universitaria, como instancias de
articulación entre la educación univer-
sitaria y los Distritos Motores de De-
sarrollo y Ejes Comunales101.

— Los Centros de Estudios Territoria-
les102, cuyo fin es profundizar el con-
cepto de territorialidad y “su relación
con la construcción de una nueva so-
ciedad y forma de Estado con las leyes
comunales, Consejo Federal de Go-
bierno, formación ética, moral y polí-
tica y nuevas formas solidarias de or-
ganización económica y social”; fo-
mentar la reflexión ético-política
sobre las contradicciones entre “una
sociedad en transformación y los de
una sociedad capitalista y estilos de
vida consumista”; investigar la com-
posición sociocultural de las comuni-
dades “para transformar actitudes, há-
bitos y comportamientos que obstacu-
licen los procesos de cambio”; y crear
bases de datos sobre el territorio para
orientar los núcleos académicos, pro-
gramas, líneas de investigación y pro-
yectos académico-comunitarios.

2. Leyes que rompen con el carácter
constitucional democrático y descen-
tralizado del Estado venezolano

Ley Orgánica del Consejo Federal 
de Gobierno y su Reglamento

Esta ley fue sancionada el 10 de fe-
brero de 2010 y en ella se crea el Consejo
Federal de Gobierno –integrado por el vi-
cepresidente, ministros, gobernadores y
una representación de alcaldes y del poder
popular103– con funciones contrarias a las
asignadas en la Constitución, como má-
xima autoridad del sistema de planifica-
ción del país y encargada de continuar
desarrollando el proceso de descentraliza-
ción. En dicha ley y su reglamento, el
Consejo Federal es un órgano ejecutor de
las políticas dictadas por el Presidente de
la República104 quien puede decidir la
transferencia de competencias de la ex-
clusiva potestad de las entidades político-
territoriales de la República –municipios
y estados– a las “organizaciones de base
del Poder Popular”, entendidas como “de-
tentadoras de la soberanía originaria del
Estado”105 y únicas figuras reconocidas de
sociedad organizada106 –igual que en la
Ley Orgánica del Poder Popular–. Asi-
mismo, la ley y su reglamento expresan
que el Presidente podrá decretar nuevas fi-
guras territoriales denominadas Distritos
Motores de Desarrollo administrados por
autoridades nacionales designadas por él
mismo, los cuales se regirán por el sis-
tema de comunas107 y a los que se desti-
narán competencias transferidas108 y una
parte de los recursos de un Fondo de Com-

El Presidente podrá decretar
nuevas figuras territoriales de-
nominadas Distritos Motores
de Desarrollo administrados
por autoridades nacionales
designadas por él mismo, los
cuales se regirán por el sis-
tema de comunas y a los que
se destinarán competencias
transferidas y una parte de los
recursos de un Fondo de Com-
pensación Interterritorial (FCI)
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pensación Interterritorial (FCI)109. El ob-
jeto de esta ley y su reglamento trasciende
la creación de un órgano público que viola
sus funciones constitucionales. En sus de-
finiciones se establece una nueva forma
de Estado que violenta el carácter federa-
tivo de la República y su carácter descen-
tralizado del Poder Público siendo, hasta
el presente, objeto de seis recursos judi-
ciales de nulidad sin lugar en el Tribunal
Supremo de Justicia.

Ley Orgánica de las Comunas 
y Ley del Sistema Económico Comunal

Estas leyes, sancionadas el 10 y 13 de
diciembre de 2010 por la AN, son deriva-
das de la Ley del Consejo Federal de Go-
bierno y Ley Orgánica del Poder Popular,
en las que se crean las comunas como uni-
dades básicas económicas del régimen de
propiedad social que regirá en el Estado
comunal. Asimismo, sus antecedentes se
encuentran en la reforma sancionada el
26.11.09 a la Ley de los Consejos Comu-
nales del año 2006, en la que estos conse-
jos fueron convertidos, de instancias de
vocería comunitaria, en organizaciones
para “ejercer el gobierno comunitario y la
gestión directa de las políticas públicas y
proyectos orientados a responder a las co-
munidades, en (...) el nuevo modelo de so-
ciedad socialista...”110, teniendo entre sus
fines promover una “economía comunal
(...) bajo formas de propiedad social (...)
de acuerdo con lo establecido en el Sistema
Centralizado de Planificación y en el Plan
de Desarrollo Económico y Social de la Na-
ción” y también “...nuevas relaciones de
producción, comercio, distribución, cam-
bio y consumo (...) que contribuyen al for-
talecimiento del Poder Popular”111. En
esta nueva condición, los consejos comu-
nales pasaron a depender del Ministerio
del Poder Popular de participación ciuda-
dana112 quien decide el otorgamiento de su
personalidad jurídica, los acompaña en el
“cumplimiento de sus fines y propósitos”,
facilita su articulación con el Poder Pú-
blico y dicta las políticas, planes, progra-
mas y proyectos para la participación co-
munitaria en los asuntos públicos113.

En la Ley Orgánica de las Comunas se
les define como entidades locales en la
que los ciudadanos podrán desarrollar
formas de autogobierno para el ejercicio
directo de la gestión pública con el propósito
de edificar el Estado comunal114. Dentro de
ellas se gestionan, administran, transfie-
ren, financian, facilitan, captan y contro-
lan recursos financieros y no financieros
para construir un sistema productivo de
propiedad social; se establecen normas

para garantizar “el orden público, la con-
vivencia y la primacía del interés colectivo
sobre el interés particular...”115; se elabo-
ran, ejecutan, administran y gestionan
competencias y servicios públicos; se ela-
bora el Plan de Desarrollo Comunal ajus-
tado al Plan de Desarrollo Económico y So-
cial de la Nación, el Plan Regional de De-
sarrollo y los emanados del Consejo Fe-
deral de Gobierno116; se vela por el cum-
plimiento de las obligaciones colectivas
de las organizaciones socio productivas y
la reinversión social de los excedentes que
resulten de sus actividades117; y se dispone
de medios alternativos de justicia para la
convivencia y la paz comunal118.

La iniciativa para constituir las comu-
nas es de los consejos comunales y orga-
nizaciones de las comunidades organiza-
das119, y se conforman mediante referendo
aprobado por mayoría simple con al
menos 15% de los electores120. Además,
las comunas podrán integrarse en ciuda-
des, federaciones y confederaciones co-
munales121. El autogobierno de la comuna
es el parlamento comunal122 integrado por
voceros que eligen los consejos comuna-
les, organizaciones socio productivas y el
Banco de la Comuna123. Constituyen sus
órganos: Consejo Ejecutivo124, Comités
de Gestión125, Consejo de Planificación
Comunal126, Consejo de Economía Co-
munal127, Banco de la Comuna128 y Con-
sejo de Contraloría Comunal129, pudiendo
ser convocados también por la autoridad
única del distrito motor o del eje estraté-
gico de desarrollo al que pertenezca130. En
la misma forma que la Ley de los Conse-
jos Comunales, el Ministerio del Poder
Popular de Participación Ciudadana será
el que le otorgue a la comuna su persona-
lidad jurídica, establezca los lineamientos
y normas para su desarrollo y consolida-
ción, les acompañe en el “cumplimiento
de fines y propósitos”, y facilite su articu-
lación con el Poder Público131.

La Ley del Sistema Económico Comu-
nal sustituye la Ley para el Fomento y De-
sarrollo de la Economía Popular del 2008,
y regula las relaciones y actividades eco-
nómicas de las organizaciones socio pro-
ductivas (empresas de propiedad social,
unidades productivas familiares y grupos
de intercambio solidario), que se consti-
tuirán legalmente dentro de la comuna132

bajo el régimen de propiedad social, y las
cuales podrán ser impulsadas por el poder
popular, el Poder Público o el acuerdo
entre ambos, para satisfacer necesidades
colectivas133. La propiedad social se de-
fine como:

...el derecho que tiene la sociedad de po-
seer medios y factores de producción o
entidades, esenciales para el desarrollo
de una vida plena o la producción de
obras, bienes o servicios, que por condi-
ción y naturaleza propia son del domi-
nio del Estado...134. 

Es de propiedad social inclusive el co-
nocimiento y los saberes generados por
las organizaciones socio productivas, a
los que se reconocerá su autoría intelec-
tual pero no su aplicación, que estará
siempre destinada a beneficio del interés
general135. En las relaciones de produc-
ción socialista, la ley establece la identifi-
cación previa de las necesidades colecti-
vas para determinar el tipo de bienes a
producir o servicios a prestar, de acuerdo
a lo establecido en el Plan de Desarrollo
Económico y Social de la Nación y a los
lineamientos del Ejecutivo nacional por
intermedio del Ministerio del Poder Po-
pular para la Economía Comunal136.

El sistema está orientado a eliminar la
división del trabajo del modelo capita-
lista, por medio de formas de trabajo co-
lectivo, pago justo por el trabajo reali-
zado137 y la reinversión social del exce-
dente138, por consiguiente los integrantes
de empresas de propiedad social no po-
drán tener derecho o participación sobre
su patrimonio139. Este excedente será
transferido una parte al poder popular y
otra al Ejecutivo, cuyo aporte lo decidirá
el Presidente de la República por de-
creto140. Dentro del sistema existirán
“proyectos socio productivos”141 y “redes
socio productivas”142, un “sistema alter-
nativo de intercambio solidario” 143 com-
puesto por “mercados de trueque comuni-
tario” que son espacios físicos para el in-
tercambio de bienes, servicios, saberes y
conocimientos con el uso de monedas co-
munales144 y a los que asistirán “prosumi-
dores” como se llama a todos los que in-
tegren grupos con el deber de hacer inter-
cambios entre sí145; una red de comercio
justo y suministro socialista integrada por
las unidades de las que disponga el Es-
tado146; y el acceso a intercambios inter-
nacionales con países latinoamericanos y
del Caribe, especialmente con los de la
Alianza Bolivariana para las Américas
(ALBA). En este sistema se prevé incen-
tivar los valores y principios socialistas;
formar y acreditar en materia política, téc-
nica y productiva147 a los integrantes de las
organizaciones socio productivas148, quie-
nes deberán ser leales a la ética y disciplina
revolucionaria149.
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Corresponde al Ministerio del Poder
Popular para la Economía Comunal, coor-
dinar y financiar los proyectos socio pro-
ductivos150 y velar porque éstos corres-
pondan al Plan de Desarrollo Económico
y Social de la Nación151, dictar las políti-
cas y lineamientos en materia de econo-
mía comunal152, otorgar personalidad ju-
rídica153 y establecer normas de recupera-
ción y reestructuración de las organiza-
ciones socio productivas154, diseñar pro-
gramas de formación y certificación so-
cialista de sus integrantes155 regidos por
los principios de la democracia revolucio-
naria156, establecer los aportes mínimos de
excedentes de las organizaciones157, así
como hacer seguimiento, evaluación y
control de sus actividades158. El Poder Pú-
blico, en sus diferentes niveles político-te-
rritoriales, deberá favorecer y dar priori-
dad y preferencia a las organizaciones
socio productivas en contratación de
obras, adquisición de bienes y prestación
de servicios159. Las personas naturales o
jurídicas que contravengan, impidan, obs-
taculicen o restrinjan el normal y ade-
cuado desenvolvimiento del sistema eco-
nómico comunal, o realicen publicidad
subliminal, falsa o engañosa sobre sus
bienes, servicios y saberes o sus medios
de producción, intercambio, distribución,
comercialización y suministro, serán pe-
nados con prisión de dos a ocho años 160.

Reformas de Ley Orgánica de 
Planificación Pública, Leyes de 
Consejos Locales de Planificación 
Pública y Consejos Estadales 
de Planificación y Coordinación de 
Políticas Públicas, y Ley Orgánica 
del Poder Público Municipal 

El nuevo régimen de Estado dispuesto
en la Ley del Consejo Federal de Go-
bierno es de planificación centralizada y
responde a un sistema nacional de plani-
ficación. Dentro de este concepto, la AN
sancionó el 10 de diciembre de 2010 la
Ley Orgánica de Planificación Pública y
Popular que deroga la Ley de Planifica-
ción Pública de 2001. En esta reforma, se
establecen los principios y normas de una
planificación que rige para el Poder Pú-
blico y el poder popular161 –órganos del
nuevo Estado comunal162–, definida como
“proceso de formulación de planes y pro-
yectos (...) en el marco de un sistema or-
gánico nacional, que permita la coordina-
ción, cooperación, seguimiento y evalua-
ción de las acciones planificadas...” de
conformidad con y para el logro de las
metas del Plan de Desarrollo Económico
y Social de la Nación163, dirigido por el

presidente de la República164 y cuyo fin es
la construcción de la “nueva sociedad so-
cialista”165. Dicho plan es formulado por
el Ejecutivo nacional, así como los planes
de desarrollo regional de acuerdo con los
lineamientos de la Comisión Central de
Planificación166, y a éste deben adecuarse
todos los planes estatales, municipales,
comunales, estratégicos, sectoriales e ins-
titucionales167. Su ejecución estará a cargo
de los órganos del Sistema Nacional de
Planificación, los cuales son el Consejo
Federal de Gobierno, los consejos estada-
les de planificación y coordinación de po-
líticas públicas (Ceplacop), los consejos
locales de planificación pública (CLPP), y
las instancias del poder popular a través de
los consejos de planificación comunal y
los consejos comunales168.

El 27 de diciembre de 2010 la AN tam-
bién sancionó reformas que adaptan la
Ley de los Consejos Locales de Planifica-
ción Pública (CLPP) y la de los Consejos
Estadales de Planificación y Coordina-
ción de Políticas Públicas (Ceplacop) al
régimen centralizado del Estado comunal
y al sistema económico de la comuna169, a
pesar de que tanto los CLPP como los Ce-
placop son órganos constitucionales que
también forman parte del sistema de pla-
nificación descentralizado en los ámbitos
político territoriales de municipios y esta-
dos, donde participan sus autoridades y
miembros de la sociedad organizada. En
las reformas a estas leyes, la participación
de la sociedad organizada en la planifica-
ción e inversión de políticas municipales
y estatales se adjudica a las instancias del
poder popular, con el propósito de res-
ponder a los fines socialistas dictados por

el Estado170. Serán estas organizaciones
las que elijan a los miembros de los CLPP
y Ceplacop por medio de un procedi-
miento en el que: “cada movimiento u or-
ganización social, debidamente articulada
a un consejo comunal y registrada en el Mi-
nisterio del Poder Popular con competen-
cia en materia de participación, elegirá en
la respectiva asamblea de ciudadanos y
ciudadanas (...) un vocero o vocera ante la
asamblea municipal...” y en dicha asam-
blea, “cada movimiento u organización
social elegirá de su seno al consejero o
consejera ante el Consejo Local de Plani-
ficación Pública”171. De igual manera, las
instancias del poder popular serán quie-
nes constituyan parte de los órganos de
estos consejos172, y éstos dictarán los pla-
nes de municipios y estados en sujeción al
Sistema Nacional de Planificación173.

En esta misma dirección, la AN san-
cionó el 16 de diciembre de 2010 una re-
forma a la Ley Orgánica del Poder Pú-
blico Municipal en la que se altera la cons-
titución y funciones de las juntas parro-
quiales, órganos de gestión de las parro-
quias, y de consulta y evaluación del go-
bierno municipal, de acuerdo con la Cons-
titución y lo establecido en esta ley, antes
de su reforma. En su contenido se le cam-
bia el nombre a Junta Parroquial Comu-
nal, se modifica el procedimiento de elec-
ción universal de sus miembros a uno de
elección por voceros de los consejos co-
munales, teniendo que recibir el aval de la
asamblea de ciudadanos para proponer
sus candidaturas; y se les atribuyen las
funciones de articular el poder popular
con el Poder Público municipal y, entre
otras: ser las que consulten a las organi-
zaciones de base del poder popular y eva-
lúen los programas, planes y proyectos
del municipio. Tienen también el deber de
“coadyuvar con las políticas de Estado
(...) con la finalidad de actuar coordinada-
mente en la ejecución del Plan de Desa-
rrollo Económico y Social de la Nación...”
y promover los principios de “correspon-
sabilidad, protagonismo y participación
ciudadana en la gestión pública municipal
y en seguridad ciudadana, protección civil
y defensa integral de la República”174.
Además se eliminan las figuras de los con-
sejos parroquiales y comunales, sustitu-
yéndolos por los consejos de planifica-
ción comunal, órganos creados en la ley
de las comunas, como encargados de “la
planificación integral que comprende el
ámbito geográfico, el territorio y la pobla-
ción de una comuna, así como de diseñar
el Plan de Desarrollo Comunal, en con-
cordancia con (...) los demás planes de in-

En las reformas a estas leyes,
la participación de la socie-
dad organizada en la planifi-
cación e inversión de políticas
municipales y estatales se 
adjudica a las instancias del
poder popular, con el propó-
sito de responder a los fines
socialistas dictados por el 
Estado
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terés colectivo, articulados con el Sistema
Nacional de Planificación...”, estable-
ciendo el deber de las instancias del mu-
nicipio de atender a los requerimientos de
estos consejos175. Por último, en esta re-
forma se aplica la transferencia de com-
petencias de los estados y municipios a las
instancias del poder popular según lo dic-
tado en la Ley del Consejo Federal de Go-
bierno y la Ley del Proceso de Transfe-
rencia de Competencias y Servicios de los
Estados y Municipios al Poder Popular176.

También en el marco de la Ley del
Consejo Federal de Gobierno y la Ley Or-
gánica del Poder Popular, el 19 de di-
ciembre de 2010 la Asamblea aprobó la
nueva Ley Orgánica del Sistema de Trans-
ferencia de Competencias y Atribuciones
de los Estados y Municipios a las Organi-
zaciones del Poder Popular. En este nuevo
texto legal se lleva a efecto el procedi-
miento por medio del cual los estados y
municipios deberán traspasar la gestión y
administración de bienes, recursos y ser-
vicios que son de su exclusiva competen-
cia a “las comunidades organizadas y
cualquier clase de manifestación del
Poder Popular”177, según lo establecido en
el Sistema Centralizado de Planificación
y en el Plan de Desarrollo Económico y
Social de la Nación178. Tal como lo dis-
pone la Ley Orgánica del Poder Popular,
son estas instancias (consejos comunales,
comunidades, comunas y otras formas de
organización del poder popular) las indi-
cadas para presentar propuestas de inver-
sión ante las autoridades de estas entida-
des y ser sujetos de transferencias de ser-
vicios de salud, educación, vivienda, de-
porte, cultura, programas sociales, mante-
nimiento y conservación urbana, preven-
ción y protección vecinal, construcción de
obras y prestación de servicios públi-
cos179, para lo cual conformarán empresas
socio productivas comunitarias180 y sus
actividades deberán responder al régimen
de un Estado comunal y al sistema econó-
mico de las comunas181.

3. Leyes que violan los principios 
de separación e independencia de 
los poderes públicos y su composición
plural

Ley Habilitante
Es la cuarta ley en los últimos once

años que faculta al Presidente para legis-
lar por decreto en materias que afectan la
vida del país. Su aprobación por un lapso
de 18 meses (hasta junio de 2012)182, a

pocos días de terminar el período de man-
dato de la Asamblea Nacional, es un acto
arbitrario de los diputados que concluyen
su mandato el 4 de enero de 2011 pues, abu-
sando de sus potestades como miembros
del Poder Legislativo y desconociendo la
legitimidad para ejercerlas de la nueva
Asamblea Nacional electa por voluntad
popular el 26 de septiembre de 2010, ex-
tiende poderes indebidos al Ejecutivo na-
cional. En su contenido, además de regu-
lar a los entes públicos y privados en ma-
teria de las emergencias por efecto de las
lluvias y necesidades de atención y cons-
trucción de viviendas para las familias
afectadas183, razón aducida por el Presi-
dente para solicitarla, con esta habilita-
ción legal podría modificar a decisión pro-
pia los fundamentos y garantías de la vida
democrática del país para aplicar las dis-
posiciones violatorias que dictan las nue-
vas leyes sancionadas por la Asamblea,
regulando: a) las telecomunicaciones y
comunicaciones informáticas, electróni-
cas y telemáticas184; b) el ordenamiento
del territorio y el uso social de tierras ur-
banas y rurales185; c) los tributos, el finan-
ciamiento público186 y la cooperación in-
ternacional187) d) la seguridad personal y
jurídica de los ciudadanos, incluyendo
identificación y migración188; e) las fun-
ciones de la Fuerza Armada, sistema de
protección civil, disciplina y carrera mili-
tar, regulación de armas y atención en
fronteras189; f) el sistema socioeconómico
nacional con el fin de erradicar tanto la es-
peculación como la acumulación del ca-
pital; y dictar cualquier política pública en
cultura, ambiente, industria, minería, tu-
rismo, alimentos, agricultura, salud, edu-
cación y relaciones laborales (190).

Ley de Reforma Parcial de la Ley de
Partidos Políticos, Reuniones Públicas
y Manifestaciones

Esta reforma, aprobada por la AN el 17
de diciembre de 2010, incorpora a la Ley
de Partidos Políticos, Reuniones Públicas
y Manifestaciones del año 1965 un capí-
tulo nuevo que atribuye a la propia Asam-
blea la facultad de sancionar a los diputa-
dos191 que incumplan en forma reiterada
con las orientaciones y posiciones políti-
cas contenidas en el programa de gestión
consignado ante el Consejo Nacional
Electoral cuando inscribieron sus candi-
daturas192. Toda conducta de incumpli-
miento se califica como fraude al electo-
rado193, lo cual constituye una violación a
los derechos políticos y responsabilidades
públicas de los diputados, imponiéndoles
obligación de obediencia al partido y a sus
militantes, independientemente de los
efectos que las decisiones tengan para los
ciudadanos y a pesar de la obligación
constitucional (Art. 201) de representar al
“pueblo y los Estados, no sujetos a man-
datos ni instrucciones sino solo a su con-
ciencia”. Las conductas fraudulentas son:
votar en contra del contenido programá-
tico y orientación político-ideológica del
programa; hacer causa común con conte-
nidos y posiciones políticas contrarias a
éste, así como con fuerzas políticas con-
trarias a los movimientos sociales u orga-
nizaciones políticas que lo respaldaron; y
separarse del grupo parlamentario de opi-
nión perteneciente a la organización polí-
tica o social que lo postuló, para integrar
o formar otro grupo parlamentario contra-
rio al programa194. Las sanciones previs-
tas serían la suspensión o inhabilitación
parcial o total del cargo de diputado, pre-
via solicitud de al menos 0,1% del total de
inscritos en el registro electoral de la en-
tidad federal o circunscripción electoral
donde fue electo y aprobada por mayoría
de la Asamblea Nacional195. La reforma
también contempla que la decisión de la
Asamblea podrá remitirse a la Contraloría
General de la República para la inhabili-
tación política del diputado sancionado196.

Reforma parcial del Reglamento 
Interior y de Debates de la Asamblea
Nacional

En esta reforma, sancionada por la AN
el 22 de diciembre de 2010, se violan ga-
rantías constitucionales que debe cumplir
el Poder Legislativo y se crea una condi-
ción de desequilibrio de poder al interior
de la Asamblea Nacional. A la junta di-
rectiva y su presidente se atribuyen facul-
tades que antes ejercía una comisión coor-

Toda conducta de incumpli-
miento se califica como
fraude al electorado, lo cual
constituye una violación a los
derechos políticos y responsa-
bilidades públicas de los di-
putados, imponiéndoles obli-
gación de obediencia al par-
tido y a sus militantes

“
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dinadora197 integrada por la junta direc-
tiva, presidentes y vicepresidentes de co-
misiones, un diputado por grupo parla-
mentario de opinión y un diputado de los
no inscritos en estos grupos. Estas facul-
tades son, entre otras: decidir la realización
de sesiones de la Asamblea198 y de la Co-
misión Delegada199 en lugares distintos a
su sede, proponer la agenda semanal,
cuenta y orden del día, elaborar el pro-
grama legislativo anual, vigilar el cumpli-
miento de funciones de la Asamblea y dis-
posiciones sobre participación ciudadana,
dirigir la constitución de las comisiones
permanentes y autorizar a suplentes, de-
signar a los secretarios de dichas comi-
siones200, solicitar a la plenaria pronun-
ciamiento sobre temas en debate201, no ser
desautorizados en llamados de atención a
los diputados202, resolver mociones de
orden sobre el reglamento y normas del
debate y decidir la pertinencia de mocio-
nes de información203, dictar las normas
para la participación de ciudadanos en se-
siones y reuniones de comisiones204, or-
denar el seguimiento al trabajo de las co-
misiones205, convocar a la Comisión De-
legada todas las veces que sea necesario206

y notificar de interpelación o compare-
cencia al vicepresidente ejecutivo y mi-
nistros207. Además se modificaron los pro-
cedimientos de elección de la junta direc-
tiva y de las comisiones permanentes. En
la primera, la postulación de candidatos se
hace por planchas, siendo elegidos en
cada cargo quienes obtengan mayoría de
votos208 y, en las segundas209, la fuerza po-
lítica mayoritaria escogerá las presiden-
cias y vicepresidencias de todas las comi-
siones, y luego escogerán las demás hasta
agotar los cupos disponibles.

Asimismo, en esta reforma se supri-
mieron las garantías al derecho de libre
asociación de los diputados para consti-
tuir grupos parlamentarios de opinión por
afiliación política, regional, estatal o inte-
rés especial210 —en ejercicio del artículo
67 de la Constitución. En particular, los
grupos regionales y estatales eran los que
debían mantener informadas a las regio-
nes, estrechar vínculos con los poderes es-
tatales y municipales en materias de desa-
rrollo y descentralización, organizar la
participación ciudadana, presentar pro-
puestas, controlar la gestión del Gobierno
y la función legislativa, y sus mociones te-
nían carácter de urgencia por la plenaria
sin discusión previa, cuando fueran apo-
yadas por las 2/3 partes del grupo y se tra-
tara de asuntos de interés para la región o
el estado. La constitución de estos grupos
de opinión también garantizaba el dere-

cho de representación plural en las comi-
siones, teniendo el presidente de la junta
directiva la obligación de determinar su
número de integrantes de acuerdo con la
importancia numérica de estos grupos y
de los diputados no inscritos en ellos. La
reforma también vulnera los derechos de
los diputados al debido proceso, cuando es-
tablece que según la gravedad del caso un
diputado o la junta directiva podrá pedir a
la plenaria que se apruebe la autorización
solicitada por el Tribunal Supremo de Jus-
ticia para el levantamiento de la inmuni-
dad de un parlamentario, en la misma
oportunidad en que se reciba dicha solici-
tud211. Si bien en su artículo 24 se mantiene
que los “diputados no serán responsables
por los votos y opiniones emitidas en el ejer-
cicio de sus funciones”, se agrega que sí
podrían ser objeto de sanción cuando de-
frauden al cuerpo legislativo y a los elec-
tores212, debido a lo cual los diputados
rendirán cuenta de su gestión con base en
el programa de gobierno presentado a los
electores durante la campaña electoral213,
como lo dispone la Ley de Reforma Par-
cial de la Ley de Partidos Políticos, Reu-
niones Públicas y Manifestaciones.

En el marco de las nuevas leyes del
poder popular se viola el derecho de par-
ticipación de los ciudadanos al incorporar,
como se hizo en estas leyes, la figura del
poder popular como instancia a la que la
Asamblea deberá participar sus actuacio-
nes214 y, en su obligación de mantener vin-
culación con los electores. Se expresa que
ello se cumplirá a través de los “medios de
participación” y no de forma directa a
cualquier ciudadano215. Por otra parte, se
establece “el parlamentarismo social de

calle” como mecanismo para facilitar la
participación ciudadana en la formación
de leyes216. Asimismo, los procedimien-
tos de consulta y de otras materias que
competan a la Asamblea se llevarán a
cabo a través de este mecanismo y de
asambleas con organizaciones del poder
popular217 (organizaciones comunitarias,
movimientos sociales organizados, con-
sejos comunales y sus foros)218. Vulne-
rando los derechos políticos de los ciuda-
danos, en la reforma se eliminó la garan-
tía de consultar a los estados, a través de
sus concejos legislativos estadales, cuan-
do se legisle en materias de su interés; y
siguiendo la orientación de las leyes, se
realizaron modificaciones en la definición
de los temas de las comisiones permanen-
tes: los temas de ordenación e integración
del territorio pasaron a formar parte de la
comisión de Defensa y Seguridad; se su-
primió el tema de descentralización; el
tema de los medios de comunicación, te-
lecomunicaciones y libertad de expresión
e información se trasladó a la comisión de
Participación Ciudadana; y en la comisión
de Política Exterior se agregaron los
temas de soberanía nacional, autodeter-
minación y cooperación internacional219.

En lo que respecta al funcionamiento
de la Asamblea se introdujeron limitacio-
nes a la participación de los diputados y el
acceso público de los ciudadanos a infor-
mación sobre sus actuaciones. En primer
lugar, se estableció que las sesiones ple-
narias de la Asamblea sólo podrán ser
trasmitidas directamente por la televisora
del Estado, ANTV 220, eliminado el artí-
culo que garantizaba a los medios de co-
municación social todas las facilidades
para la más amplia y oportuna cobertura
de las sesiones. En segundo lugar, se re-
dujeron sensiblemente el número y
tiempo de los derechos de palabra221 y se
establecieron disposiciones que pueden
limitar arbitrariamente su ejercicio, tales
como: tratar asuntos distintos a aquellos pre-
vistos en el orden del día considerados de
urgencia por la junta directiva222; no debatir
observaciones a la lectura de las actas de
las sesiones anteriores ni los votos salva-
dos223, sino sólo introducirlas por es-
crito224; admitir sin debate las autoriza-
ciones solicitadas por el Ejecutivo nacio-
nal; conocer el orden del día por sistema
automatizado obviando si ello garantiza o
no que los diputados estén suficiente-
mente informados antes de las sesiones; y
perder el derecho de palabra cuando de
manera “ostensible y reiterada” el dipu-
tado “se salga del tema o materia en dis-
cusión”225, o cuando infrinja las reglas del

Las sesiones plenarias de la
Asamblea sólo podrán ser
trasmitidas directamente por
la televisora del Estado,
ANTV, eliminado el artículo
que garantizaba a los medios
de comunicación social todas
las facilidades para la más
amplia y oportuna cobertura
de las sesiones. 
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debate por el resto de la sesión, e incluso
hasta por un mes cuando la infracción sea
considerada grave, con el voto de la ma-
yoría de los miembros presentes, sin de-
bate226.

Conclusiones

Con la adopción de estas medidas, los po-
deres del Estado venezolano han afectado
gravemente la vigencia de la democracia
y los derechos humanos en Venezuela, al
apartarse del marco constitucional y los
tratados y convenios suscritos por la Re-
pública. Entre los Principios Fundamen-
tales de la Constitución nacional, se esta-
blece que “Venezuela se constituye en un
Estado democrático y social de Derecho y
de Justicia”, así como “federal descentra-
lizado”, que “propugna como valores su-
periores de su ordenamiento jurídico y de
su actuación la vida, la libertad, la justi-
cia, la igualdad, la solidaridad, la demo-
cracia (...) y en general la preeminencia de
los derechos humanos, la ética y el plura-
lismo político” y tiene “como fines esen-
ciales (...) el ejercicio democrático de la
voluntad popular (...) y la garantía del
cumplimiento de los principios, derechos
y deberes reconocidos y consagrados en esta
Constitución”.

La pretensión de implantar, por medio
de leyes que carecen de legalidad y legiti-
midad, un Estado distinto al Estado de-
mocrático y social de derecho y de justi-
cia, federal descentralizado, por más que
se quiera revestir de un lenguaje constitu-
cional, no es más que un fraude a la Cons-
titución, implica la ruptura con el estado
de derecho y pone en severo riesgo a la po-
blación venezolana de ver imposibilitada
la realización de sus derechos a la vida, la
libertad, la justicia, la igualdad, la solida-
ridad, la democracia y el pluralismo polí-
tico. La Constitución y los tratados inter-
nacionales sobre derechos humanos, de
rango constitucional, contienen los ele-
mentos fundamentales para la realización
de una vida digna para la población e im-
plican obligaciones de cumplimiento por
parte de las autoridades del Estado. Al ha-
berse apartado de este camino, no sólo
han perdido su validez sino, además, están
exponiendo al pueblo venezolano a con-
diciones de grave afectación para su vida
personal, familiar, comunitaria y social.

Así como hubo un retroceso en el in-
tento de implantar una ley de educación uni-
versitaria de manera inconstitucional, se
hace imperativo derogar el resto de las
leyes descritas en este documento, si se

quiere retornar al camino de la legalidad,
de la legitimidad, de la institucionalidad
democrática y del estado de derecho, pues
tal como lo establece el artículo 3 de la
Carta Democrática Interamericana:

… son elementos esenciales de la de-
mocracia (...) el respeto a los derechos
humanos y las libertades fundamentales,
(...) el ejercicio del poder con sujeción al
estado de derecho (...) y la separación e
independencia de los poderes públicos. 

De no hacerlo, continuaríamos ante la
concreción de un fraude a la Constitución
y la ruptura del estado de derecho.

FELICIANO REYNA
YOLANDA D´ELIA
Representantes de la Asociación Civil
CIVILIS. Asociación fundada en el año
2010 que se dedica al apoyo de la labor
que realizan grupos y organizaciones
de la sociedad civil en el campo de los
derechos humanos.
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116 Artículo 30, numeral 2. 

117 Artículo 48, numeral 3.

118 Artículo 6. 

119 Artículo 10. 

120 Artículo 8, 12 y 14. 

121 Artículo 59. 

122 Artículo 22. 

123 Artículo 24. 

124 Artículos 28, 29, 30 y 31. 

125 Artículo 32. 

126 Artículos 33, 34, 35, 36 y 37. 

127 Artículos 38, 39 y 40. 

128 Artículos 41, 42, 43, 44 y 45. 

129 Artículos 46, 47, 48 y 49. 

130 Artículo 26. 

131 Artículo 62. 

132 En los artículos 12, 13, 14 y 15 se esta-
blece que las empresas de propiedad so-
cial y las unidades productivas familiares
(grupo familiar hasta el cuarto grado de con-
sanguinidad y segundo de afinidad) debe-
rán contar con documento constitutivo es-
tatutario y proyecto socio productivo; y
los grupos de intercambio solidario, con
Acta de Asamblea de Prosumidores. 

133 Artículo 1. 

134 Artículo 6, numeral 15. 

135 Artículo 37. 

136 Artículo 40, numeral 3. 

137 Artículo 32, numeral 1.

138 Artículo 6, numeral 12.

139 Artículo 40, numeral 1. 

140 Artículo 66. 

141 Artículo 6, numeral 17. 

142 Artículo 6, numeral 18. 

143 Artículos 51 y 52.

144 Artículo 6, numeral 11; y artículos 53, 54,
55 y 56. 

145 Artículos 41, 42, 43 y 44; y artículos 49 y
50. 

146 Artículos 70, 71, 72 y 73. 

147 Artículo 4, numeral 10.

148 Artículo 4, numerales 8 y 9. 

149 Artículo 31, numeral 3, y artículo 33, nu-
meral 3. 

150 Artículo 7 y artículo 8, numeral 2. 

151 Artículo 6, numeral 3. 

152 Artículo 8, numeral 1. 

153 Artículo 16. 

154 Artículo 8, numeral 6; y Artículo 23. 

155 Artículo 8, numeral 8, artículo 31, nume-
ral 10; artículo 32, numeral 3. 

156 Artículo 24, numeral 12. 

157 Artículo 67. 

158 Artículo 8, numeral 9.

159 Artículo 22. 

160 Artículo 76, 77 y 78. 

161 Artículo 1. 

162 Artículo 4, numeral 9. 

163 Artículos 5 y 8. 

164 Artículo 28. 

165 Artículo 3. 

166 Artículos 26 y 31.

167 Artículos, 32, 36, 40, 44 y 48. 

168 Artículo 10. 

169 Artículo 5 de la Ley de los Consejos Lo-
cales de Planificación y artículo 5 de la
Ley de los Consejos Estadales de Planifi-
cación y Coordinación de Políticas Públi-
cas. 
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170 Artículo 1 de la Ley de los Consejos Lo-
cales de Planificación y artículo 1 de la
Ley de los Consejos Estadales de Planifi-
cación y Coordinación de Políticas Públi-
cas. 

171 Artículo 7 de la Ley de los Consejos Lo-
cales de Planificación Pública. 

172 Artículo 6 de la Ley de los Consejos Lo-
cales de Planificación y artículo 8 de la
Ley de los Consejos Estadales de Planifi-
cación y Coordinación de Políticas Públi-
cas. 

173 Artículo 2 de la Ley de los Consejos Lo-
cales de Planificación Pública y artículos
2 y 10, numeral 1, de la Ley de los Con-
sejos Estadales de Planificación y Coor-
dinación de Políticas Públicas. 

174 Artículos 35, 36 y 37. 

175 Artículo 113. 

176 Artículo 218. 

177 Artículo 1. 

178 Artículo 5, numeral 1.

179 Artículos 2 y 10. 

180 Artículo 16.

181 Artículo 5, numerales 2, 4 y 5.

182 Artículo 3. 

183 Artículo 1, numerales 1,2 y 3. 

184 Artículo 1, numeral 2. 

185 Artículo 1, numeral 4.

186 Artículo 1, numeral 5.

187 Artículo 1, numeral 8.

188 Artículo 1, numeral 6.

189 Artículo 1, numeral 7.

190 Artículo 1, numeral 9.

191 Capítulo IV. 

192 Artículo 26.

193 Artículo 28. 

194 Artículo 29. 

195 Artículo 30. 

196 Artículo 31.

197 La Comisión Coordinadora fue eliminada
y en su lugar se creó una Comisión Con-
sultiva.

198 Artículos 1 y 28. 

199 Artículo 56. 

200 Artículo 46.

201 Artículo 11. 

202 Artículo 28. 

203 Artículo 122. 

204 Artículo 172. 

205 Artículo 29. 

206 Artículo 57. 

207 Artículo 159. 

208 Artículo 8. 

209 Artículo 42. 

210 Artículo 19. 

211 Artículo 25. 

212 Artículo 24. 

213 Artículo 13, numeral 3. 

214 Artículo 9.

215 Artículo 13, numeral 2.

216 Artículo 26, numeral 3.

217 Artículo 48. 

218 Artículo 171. 

219 Artículo 41. 

220 Artículos 97 y 107. 

221 Artículos 112, 115, 124, 136. 

222 Artículo 101.

223 Artículo 138. 

224 Artículo 105. 

225 Artículo 113. 

226 Artículo 118.
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